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ENFOQUE DESDE LA COMPETENCIA ATÍPICA Y EL CARÁCTER RESIDUAL 
QUE OSTENTAN LA CORTE CONSTITUCIONAL Y EL CONSEJO DE ESTADO. 
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Resumen. 
La presente investigación jurídica realiza un análisis del Control Constitucional y 
como es su realización por parte de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado. 
Igualmente, muestra la importancia que tienen las decisiones de cada tribunal en el 
ordenamiento jurídico nacional. 
Por lo anterior, este estudio se fundamenta en el reconocimiento de la residualidad 
del Juez Constitucional en el Consejo de Estado y en la atipicidad de la competencia del 
máximo Tribunal Constitucional Colombiano. 
Sin embargo, el ordenamiento jurídico no consagra una cláusula general de 
competencia frente al control de constitucionalidad, pues diferentes autoridades 
judiciales ejercen esta clase de revisión en varios niveles y en relación con una 
pluralidad de actos normativos. Por esta razón, no siempre resulta fácil establecer con 
nitidez si un determinado acto jurídico pertenece a la categoría de disposiciones 
normativas cuyo control judicial ha sido asignado a la Corte Constitucional (Corte 
Constitucional, Sentencia C-187 de 2019). 
Es el criterio anterior el que conduce a determinar que es de esta forma como se busca 
aclarar el concepto de control de constitucionalidad, analizando las potestades de cada 
tribunal, comparando decisiones y utilizando como base la doctrina, que, mediante sus 
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diferentes análisis, nos ayuda a estructurar una concepción clara y precisa de cada uno de los 
aspectos a estudiar. 
Palabras clave: Constitución, Control Constitucional, Corte Constitucional, Consejo de 
Estado, Competencia atípica, Sentencias atípicas, Factor residual.  
 
Abstract 
This degree work analyzes the Constitutional Control and how and how it is carried 
out by the Constitutional Court and the State Council. It also shows the importance of the 
decisions of each court in the national legal system. Therefore, this study is based on the 
recognition of the residuality of the Constitutional Judge in the Council of State and the 
atypicality of the jurisdiction of the highest Colombian Constitutional Court. However, the 
legal system does not enshrine a general clause of jurisdiction over the control of 
constitutionality, as different judicial authorities exercise this kind of revision at various 
levels and in relation to a plurality of normative acts. For this reason, it is not always easy to 
establish clearly if a certain legal act belongs to the category of regulatory provisions whose 
judicial control has been assigned to the Constitutional Court (Constitutional Court, 2019. 
Sentence C-187/19). It is the previous criterion that leads us to determine that it is in this way 
that we seek to clarify the concept of constitutionality control, analyzing the powers of each 
court, comparing decisions and using the doctrine as a basis, which, through its different 
analyzes, helps us to structure a clear and precise conception of each of the aspects to study. 
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Introducción. 
La Corte Constitucional es la cabeza sobre quien recae el control de 
constitucionalidad y de manera residual en el Consejo de Estado, es así como sus decisiones 
manifestadas a través de las sentencias que emiten inciden grandemente en el ordenamiento 
jurídico del Estado Colombiano.  
Ante la pregunta: ¿Cuál es el papel del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional 
y qué inferencia tiene el control constitucional en las leyes, de acuerdo con la atipicidad y el 
carácter residual?, podemos decir que la respuesta se fundamenta principalmente en el 
reconocimiento de la residualidad del juez constitucional en el Consejo de Estado y la 
atipicidad de la competencia del máximo Tribunal Constitucional Colombiano, es decir, de 
la misma Corte Constitucional. 
Por lo que el objetivo general de este artículo será identificar cual es el papel en el 
control de constitucionalidad del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional 
estableciendo claramente las competencias atípicas, típicas y/o de carácter residual de cada 
tribunal y poder identificar el cómo y el porqué, estas dos entidades tienen esta potestad sobre 
la normativa emitida por los entes calificados para legislar en Colombia. 
En cuanto a la competencia atípica es preciso señalar la concepción de la misma Corte 
Constitucional: 
Atendiendo a la supremacía y fuerza vinculante de la Constitución (art. 4 C. Pol.), la 
producción y contenido de las disposiciones jurídicas es susceptible de control 
judicial a través de los procedimientos y las autoridades previstas para el efecto. A la 
Corte Constitucional, de este modo, se le confía la guarda de la integridad y 




tiempo, funge como órgano de cierre de la jurisdicción constitucional (Corte 
Constitucional, Sentencia C-197 de 2019). 
No se encuentra una cláusula general que estipule con exactitud en cabeza de quien 
se encuentra la competencia frente al control de constitucionalidad, son varios los entes 
judiciales quienes ejercen esta facultad dependiendo de cada acto jurídico y  en cabeza de 
quien esté, pero de no llegarse a resolver el debido control judicial que establece la Carta 
Magna, pero que no define la competencia, debe existir alguien quien lo resuelva finalmente, 
de lo contrario, estos actos quedarían en el limbo y sin resolución alguna creando un vacío 
jurisdiccional y de alguna manera, gubernamental. 
Mediante este estudio se buscará aclarar el concepto de control de constitucionalidad 
y la potestad que tiene cada uno de los tribunales que ejercen este control sobre la norma 
emitida por los entes calificados para legislar en Colombia. 
Un aspecto importante a desarrollar es la identificación de las actividades de carácter 
residual o contenido residual, relacionadas con el control de constitucionalidad, teniendo en 
cuenta que existen normas emitidas por entidades distintas a las que componen el gobierno 
nacional, las cuales deben tener un control que avale su existencia y su objeto dentro del 
ordenamiento jurídico, en razón de que podrían vulnerar algún derecho fundamental o ir en 
contra del articulado de la Constitución Política.  Es aquí donde se puede inferir el papel 
fundamental de los altos tribunales quienes están presentes para defender y proteger tanto a 
la población civil como a las diferentes entidades que componen el Estado, de las posibles 
contrariedades en las que se pueda incurrir a la hora de expedir una ley por parte de los entes 
encargados, así como de su competencia. 
 
1. Concepto de Control de Constitucionalidad. 
Desde un punto de vista general, es necesario definir el control de constitucionalidad 
y señalar su objetivo dentro del funcionamiento del Estado Social de Derecho y su 
importancia dentro de la valoración de las leyes desarrolladas por el legislativo, teniendo en 
cuenta que su alcance va más allá de una simple evaluación de acoplamiento de una Ley y la 




para preservar el orden y los derechos de los ciudadanos. Cubides y Pinilla (2016) afirman 
que: 
La causa de este tipo de control es asegurar la peculiar forma de Estado creada por la 
Constitución y contar con un mecanismo que garantizará la supremacía de la 
Constitución sobre las leyes, los tratados y los decretos sobre las demás normas 
integradoras de la pirámide jurídica; por ello, el control de constitucionalidad consiste 
en confrontar las leyes y normas de carácter general con la Constitución en cada uno 
de sus sentidos. De acuerdo con la autoridad que lo ejerza y los efectos que produzca, 
se diferencia entre un control difuso y otro concentrado (p.84).  
De acuerdo con lo anterior, es preciso desarrollar el objetivo del control de 
constitucionalidad, cuya tarea se fundamenta en la necesidad de un ejercicio adecuado de la 
supremacía que ejercen en este sentido la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, ya 
que, “es particularmente importante para la supervivencia y el desarrollo de sociedades 
democráticas y libres” (Latapi, 2005, p.10). 
En ocasiones se imponen presiones opuestas sobre el fenómeno en estudio. Por una 
parte, la posibilidad de cambiar las normas jurídicas vigentes –incluso de rango 
constitucional– es un elemento esencial de la democracia y negar tal facultad violaría 
no solo la soberanía popular (o nacional), sino que impondría una rigidez institucional 
incompatible con la libertad pública y crearía un caos a nivel jurídico y estatal.  
Después de veintiocho años de vigencia de la Carta de 1991, es claro que uno de los 
principales aciertos del Constituyente Primario fue el establecer un sistema de 
garantías consistentes en una serie de instrumentos jurídicos para la protección 
efectiva de los derechos constitucionales. Así, se consagraron las acciones como la 
de hábeas corpus, acción de tutela, acción de cumplimiento, acción popular y la 
acción de grupo; todas ellas atribuidas a la jurisdicción constitucional, en cuya 
resolución se ejerce control de constitucionalidad concreto (Corte Constitucional, 




Para un mayor entendimiento de lo anterior es importante definir los tipos de control 
de constitucionalidad.  Como primera medida es preciso acoger la definición de Ricardo 
Zuluaga (2003): 
El control abstracto o concentrado se puede ejercer a través de la acción pública de 
inconstitucionalidad ante la jurisdicción constitucional, como también mediante la 
acción pública de nulidad ante la jurisdicción contencioso administrativa. Ambas 
acciones, por ser populares, son la mejor expresión del carácter abierto de nuestro 
sistema de control de constitucionalidad y son a la vez, una clara proyección del 
carácter participativo de la democracia colombiana que viene enunciado en el art. 1º 
de la Constitución; (p.158) 
Hasta aquí, el doctor Zuluaga establece un concepto general sin advertir a lo que 
conlleva o puede conllevar el que se incurra por parte de los ciudadanos de una democracia, 
en ciertos abusos, por lo que hace la siguiente apreciación con la que continúa su definición… 
 … aunque no está de más advertir que esta notable ventaja democrática que permite 
abrir el control a todo ciudadano, conlleva también el riesgo, nada improbable, de que 
se incurra en abusos o en la defensa de asuntos puramente personales. Ambas 
acciones, aunque persiguen un mismo fin: garantizar la supremacía normativa de la 
Constitución, se diferencian tanto por el órgano judicial encargado de conocer de 
ellas, como por el tipo de normas sobre las que recaen. Veamos. (p.159) 
Para diferenciar los dos tipos de control de constitucionalidad, es importante resaltar 
aspectos característicos de cada uno y es pertinente manifestar lo expresado por doctrinantes 
como Hans Kelsen, así: 
La distinción entre control abstracto y concreto de constitucionalidad fue desarrollada 
por Kelsen. Para este autor en el control constitucional concreto se faculta a los jueces 
para analizar la constitucionalidad de las normas que deben aplicar en el caso 
concreto, y para negarse a aplicarla si encuentran son inconstitucionales. Por su parte, 
en el control abstracto de constitucionalidad se faculta a los jueces para que definan 
la inconstitucionalidad de las normas desligándose de los casos concretos. La 




control concreto se define si en determinado caso se está desconociendo una norma 
constitucional, mientras que en el abstracto se realiza una constatación de 
compatibilidad lógica entre una norma infra-constitucional y una norma 
constitucional (Pulido, 2011, p.167).  
 
2. Entes encargados del control de constitucionalidad. 
2.1 El papel de la Corte Constitucional. 
Para dar inicio al estudio del control de constitucionalidad realizado específicamente 
por la Corte Constitucional, que se encarga directamente de estudiar los actos enfocados a la 
reforma de la Carta Política, es preciso señalar lo que al respecto expresan Gómez y 
Rodríguez (2002): 
En la Constitución de 1991 la competencia para ejercer el control sobre los actos 
reformatorios de Constitución en lo relativo al procedimiento de su formación, es 
reconocida expresamente en artículo 242 en cabeza de la Corte Constitucional. En 
relación con los actos reformatorios de la Constitución haciendo especial énfasis en 
los actos legislativos aprobados por el Congreso la Corte indicó: 
Según lo contempla el artículo 374 de la Constitución, ésta puede ser reformada por 
el Congreso, por una asamblea constituyente o por el pueblo mediante referendo 
(p.57). 
2.2 El papel del Consejo de Estado. 
 El Consejo de Estado realiza control sobre la normatividad que no es emitida por 
parte del gran legislador, su papel lo define la misma entidad así: 
Los decretos legislativos en la Carta de 1991 son aquellos dictados con fundamento 
en los artículos 212, 213 y 215 Superiores, esto es, los relacionados con los estados 
de excepción. Dichos decretos se caracterizan porque: (i) deben llevar la firma del 
Presidente de la República y todos sus ministros y solamente podrán referirse a 
materias que tengan relación directa y específica con la situación que hubiere 
determinado la declaratoria del estado de excepción, lo cual incluye tanto el de la 




medidas estrictamente necesarias para conjurar las situaciones de guerra exterior y 
conmoción interior o para conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos en 
el caso del estado de emergencia económica, social y ecológica, y deben tener 
conexidad con tales circunstancias; (ii) tienen control inmediato de constitucionalidad 
para lo cual el Gobierno debe enviarlos a la Corte Constitucional al día siguiente a su 
expedición y si no lo hiciere la Corte aprehenderá oficiosamente y de inmediato su 
conocimiento (iii) los que se dicten conforme a los artículos 212 y 213 dejan de regir 
una vez se declaren restablecidos la normalidad o el orden público (iv) los que se 
dicten en virtud del artículo 215 tienen vocación de permanencia salvo que el 
Congreso los modifique y en caso de que mediante ellos se establezcan nuevos 
tributos o se modifiquen los existentes tales medidas dejarán de regir al término de la 
siguiente vigencia fiscal, salvo que el Congreso, durante el año siguiente, les otorgue 
carácter permanente. (Consejo de Estado, Sentencia nº 11001-03-24-000-2005-
00170-01 de 2013) 
Uno de los papeles más importantes de este tribunal, en materia de control de 
constitucionalidad es su control sobre la normatividad emitida por el poder ejecutivo, como 
afirma Escobar (2006): 
 El Consejo de Estado en la mayoría de ocasiones declara que el ejecutivo excedió su 
competencia reglamentaria y en conclusión elimina la parte de la disposición que 
constituye la extralimitación de la autoridad administrativa. Dicha corporación, 
entonces, no está asumiendo el papel de agente de control de constitucionalidad en el 
aspecto material sino tan sólo formal, ya que su análisis termina en la comparación 
legislativa que arroja el resultado de la extralimitación y con ello no se atribuye la 
eliminación de las normas por su papel de agente de control o su interpretación de la 




El control de constitucionalidad por parte del Consejo de Estado También depende 
del tipo de decretos de carácter general2 que expide el gobierno Nacional, Como lo afirma, 
se evidencia a continuación: 
 A partir del texto de la Constitución Política se pueden identificar varios tipos de 
decretos que se encuentran en el ámbito de la ley; así, el artículo 150-10 brinda el 
fundamento normativo de los decretos leyes; por su parte, los artículos 212, 213 y 
215, el de los decretos legislativos, y el artículo 341, el del decreto del Plan Nacional 
de Desarrollo. 
Todas estas normas, de conformidad con lo establecido en el artículo 241 de la Carta, 
son objeto de control de constitucionalidad, aunque mediante distintas modalidades, 
por parte de la Corte Constitucional. 
Respecto a los demás decretos de carácter general que expide el gobierno nacional, 
su control jurisdiccional corresponde al Consejo de Estado; no obstante, el 
procedimiento que utiliza esta corporación varía según la clase de acto administrativo 
de que se trate (Urrego, 2005, p.128). 
Como se puede observar, es la misma Carta Política la que establece el qué, el cómo, 
el cuándo y da las pautas para establecer el quien debe ejercer esta labor y crea la 
competencia, de alguna manera tácita y sui generis. Continúa el concepto: 
En efecto, a partir del texto constitucional pueden identificarse los decretos 
reglamentarios (art. 189-11 CP), los decretos que desarrollan leyes marco (arts. 189-
25 y 150-19 CP) y aquellos que son dictados por el gobierno nacional en ejercicio de 
facultades que directamente le atribuye a éste la Constitución y sin sujeción a la ley 
previa, y que tradicionalmente se han denominado Reglamentos Constitucionales 
Autónomos. 
En lo que atañe a estos últimos, en vigencia de la Constitución de 1886, tanto la 
jurisprudencia como la doctrina señalaban como fundamento normativo para su 
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expedición los numerales 6, 7, 9, 12, 14 y 19 del artículo 120 de la Carta, y el sector 
mayoritario los consideraba como normas infralegales frente a quienes sostenían que 
éstas eran disposiciones que estaban al mismo nivel de la ley (ibídem). 
Se establece una clara diferencia entre el antes y después de la Constitución de 1991. 
En la actualidad el control jurisdiccional de los decretos de carácter general dictados 
por el gobierno es realizado por el Consejo de Estado al conocer de las acciones de 
nulidad (art. 84 CCA) y de nulidad por inconstitucionalidad (art. 237-2 CP); esta 
última procede respecto de los decretos "cuya inconformidad con el ordenamiento 
jurídico se establezca mediante confrontación directa con la Constitución Política y 
que no obedezca a función propiamente administrativa." En este sentido, por ejemplo, 
los decretos reglamentarios deben ser atacados mediante la acción de simple nulidad 
mientras que aquellos que desarrollan leyes marco o el expedido en desarrollo del 
artículo 41 transitorio de la Carta Política son controlables mediante la acción de 
nulidad por inconstitucionalidad (Urrego, 2005, p.129). 
 
3. De las competencias atípicas. 
Para dar inicio a la sustentación base de esta investigación, es preciso, iniciar con un 
análisis conceptual e histórico de este tipo de competencias que nacen de la facultad 
extraordinaria de la Corte Constitucional, como lo explican González y Moreno (2018): 
Existen entonces competencias secundarias o adjuntas a las del control constitucional, 
las cuales están enunciadas en la Constitución, así como otras que se encaminan a la 
garantía jurisdiccional de la misma pero que al no estar prescritas en la norma 
fundamental han sido denominadas por la Corte como atípicas. Así, éstas últimas 
competencias surgen a partir de casos atípicos de control constitucional, en cuanto 
funciones especiales «cuya fijación es solo posible a través del empleo de criterios 
formales y materiales desarrollados jurisprudencialmente (p. 384) 
Por todo esto y como ya se había dicho, pero vale la pena enfatizar, se establece la 
importancia de la identificación de las actividades de carácter o contenido residual, 




emitidas por entidades distintas a las que componen el gobierno nacional, las cuales deben 
tener un control que avale su existencia y su objeto dentro del ordenamiento jurídico, en 
razón de que podrían vulnerar algún derecho fundamental o ir en contra del articulado de la 
Constitución Política. 
… En ese orden de ideas, para el alto tribunal es posible acometer «el juzgamiento de 
actos y decretos diferentes [y especiales], en atención a ciertas características de la 
norma, [y] pese a no existir una competencia expresamente atribuida por la Carta.» 
En sus decisiones la Corte ha identificado varios eventos en los que dichas 
competencias son ejercitadas, dentro de los que podrían destacarse los siguientes 
casos. Un primer evento es el control de los Decretos con Fuerza de Ley expedidos 
con anterioridad a la Constitución de 1991; si bien han sido expedidos en desarrollo 
de facultades extraordinarias al amparo de la Constitución de 1886 derogada, la Corte 
ha ejercido control sobre ellos en cuanto a actos con fuerza de ley, así como 
extendiendo el concepto de control sobre ley en sentido material. Un segundo evento 
es la revisión de Decretos compilatorios de leyes, en tanto que tienen un contenido 
material de ley.  Un tercer evento surge a partir de los Decretos que declaran un estado 
de excepción, atípicos pues materialmente no contienen normas suspensivas o 
derogatorias de leyes; ahora bien, la Corte ha confirmado el conocimiento sobre ellos, 
acudiendo a funciones desempeñadas por la Corte Suprema de Justicia bajo el 
régimen de 1886, declarando que «no existen actos políticos o de poder exentos de 
control constitucional, menos tratándose de un acto presidencial de auto habilitación 
legislativa (ibidem)… 
El papel de los altos tribunales es primordialmente el de proteger y defender el Estado, 
teniendo en cuenta que el Estado somos todos, de las posibles eventualidades o abusos en los 
que se pueda incurrir al momento de expedir una ley o normatividad. 
… Un cuarto evento se da con los Decretos expedidos por habilitación de 
Disposiciones Transitorias de la Constitución, pues la Corte ha entendido que estos 
son verdaderos actos con fuerza de ley y de naturaleza legislativa, surgidos de 
facultades legislativas extraordinarias. Un quinto evento es la revisión de los Decretos 




inconstitucionalidad de una disposición legal corregida por el decreto de yerros, surge 
una inconstitucionalidad por consecuencia de éste y, así, la competencia de la Corte 
para declararlo.» Y un sexto evento surge con el control de Decretos que convocan a 
sesiones extraordinarias al Congreso, dado que la Corte tiene competencia para 
decidir sobre la oportunidad de la convocatoria y la vigencia del decreto; además, si 
bien el decreto es acto administrativo en este caso hace parte del proceso legislativo 
y de la validez de las sesiones extras (González y Moreno, 2018, p. 384). 
Para dar un breve cierre al presente aparte es relevante relatar las palabras de Bernal (2009): 
Cuando los procesos constitucionales que protegen la Constitución y los derechos 
fundamentales se acercan cada vez más sin seguir estrictamente separados, se 
fortalece la protección de los derechos fundamentales y aparece una nueva forma de 
justicia constitucional de naturaleza mixta o atípica. (p.113).  
3.1 Sentencias atípicas: 
El término sentencias atípicas ha sido empleado por parte de la doctrina para hacer 
referencia a las sentencias en las que la jurisdicción constitucional no permanece en 
los estrictos márgenes que le señala la configuración tradicional sino que va más allá 
de los límites que le habían atribuido, y responde así al deseo de encontrar en la praxis 
una solución más justa que la que vendría de la mano de las expresas previsiones 
legales, frecuentemente limitadas, para el control de normas (Figueroa, 2017, p.1) .  
Este aparte es uno de los acápites más importantes de la presente investigación, es 
importante brindar una explicación conceptual sobre las sentencias atípicas, su alcance y su 
origen: 
La evolución de la jurisdicción constitucional tanto en Europa como en Latinoamérica 
se ha dado también en el ámbito de la técnica para resolver casos abstractos o 
concretos. Ello no sólo se manifiesta en el uso de los modernos métodos de 
argumentación e interpretación constitucional, sino también en las diversas formas de 
decisión jurisdiccional, que va dejando atrás, la vieja dicotomía inconstitucionalidad-
nulidad. Nuevas formas de sentencias constitucionales son ahora frecuentes de hallar 




del “diálogo jurisprudencial” que existe con la jurisdicción constitucional comparada 
(Landa, 2010, p. 607). 
Tal como lo expresa Ortiz, (2005):  
Es menester recordar que una de las características de nuestro sistema normativo es 
la existencia de una jerarquía entre todas las disposiciones que lo integran, lo cual 
presupone que ellas no se encuentran superpuestas unas a otras de forma aleatoria y 
desorganizada, sino que, por el contrario, encuentran su validez jurídica en el respeto 
de un precepto de rango superior (p. 127). 
La Corte ha identificado una serie de competencias especiales o atípicas en materia 
de control abstracto de constitucionalidad: 
En esa dirección, ha asumido la revisión de actos jurídicos que, por su naturaleza, son 
asimilables a los previstos expresamente en el artículo 241 superior: i) decretos con 
fuerza de ley, expedidos con anterioridad a la vigencia de la Constitución de 1991; ii) 
decretos compilatorios de normas con fuerza de ley; iii) decretos que declaran un 
estado de excepción; iv) decretos expedidos con base en disposiciones 
constitucionales transitorias diferentes al artículo 10 transitorio; v) decretos que 
corrigen yerros de normas con fuerza de ley; vi) decretos de ejecución de la 
convocatoria a referendo; vii) actos electorales que determinan el censo en el marco 
de una reforma constitucional mediante referendo; viii) actos electorales que declaran 
la aprobación de un referendo; ix) actos de gestores de una iniciativa popular para el 
trámite de una ley que convoca a referendo; x) decretos de convocatoria al Congreso 
a sesiones extraordinarias; xi) decretos o actos adoptados en cumplimiento de un acto 
legislativo y; xii) acuerdos con sujetos de derecho internacional en los que el Estado 
colombiano adquiere nuevas obligaciones internacionales, las amplía o las modifica, 
aun cuando el respectivo instrumento no haya tomado la forma de un tratado solemne 
aprobado por el Congreso de la República y revisado automáticamente por la Corte 
Constitucional, sino de un acuerdo simplificado (Corte Constitucional, Sentencia C-




En los dos casos anteriores, la competencia y el control sobre los decretos con fuerza 
de ley tienen reglas claras. No sucede lo mismo, sin embargo, con otra serie de decretos y 
otras normas, que vienen siendo objeto de usos irregulares, de modo tal que surten efectos 
análogos a los de los decretos con fuerza de ley.  Por lo mismo, a continuación, se desarrollan 
las reglas de control constitucional sobre esos otros decretos y otras normas atípicas. En 
algunos de los casos se redescriben los enunciados y las reglas contenidas en la sentencia C-
049 de 2012, 23 donde la Corte habla de las “competencias especiales o atípicas” (Quinche, 
2013, p. 176). 
Para ejemplificar o dar a entender de manera práctica el concepto tratado en el 
presente acápite del artículo es imperativo hacer un recuento de algunas decisiones emitidas 
con el máximo tribunal constitucional, en donde expone el uso de sus competencias atípicas. 
En primer lugar, la sentencia C-112 de 2018, en donde la Corte Constitucional brinda 
un concepto detallado sobre sus competencias atípicas y como en este caso puede 
pronunciarse sobre normatividad proferida por un ente de carácter nacional, capaz de 
modificar el ordenamiento jurídico y generar un cambio social como lo es el plebiscito3. 
El primer asunto que en esta oportunidad debe resolver la Corte, se concreta en 
determinar, si le asiste competencia para pronunciarse sobre la exequibilidad de los 
artículos demandados que hacen parte de la Resolución 1733 de 2016 del CNE, “por 
la cual se regulan y reglamentan algunos temas concernientes al ‘Plebiscito para la 
refrendación del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de 
una paz estable y duradera’ en los términos de la Ley 1806 del 24 de agosto de 2016 
y la Sentencia C-379 de 2016”, pues, como se expuso en el acápite de antecedentes, 
en varias de las intervenciones y en el concepto de la Vista Fiscal, se pide a este 
Tribunal proferir un fallo inhibitorio, al considerar que, en general, el asunto 
                                                          
3 Serra Rojas (2006), señala que es el “acto extraordinario e independiente, en el que se consulta al electorado 
sobre una cuestión vital del Estado. Es un acto excepcional, relacionado a un problema de hecho sobre la 





propuesto desborda el régimen de atribuciones previsto a su cargo en el artículo 241 
del Texto Superior (Corte Constitucional, Sentencia C-102 de 2018). 
Para estudiar un tema tan extenso y con tanta diversidad de concepciones doctrinales 
y jurisprudenciales es importante seguir con este análisis. 
En la práctica, por esta vía, se amplían los asuntos que son susceptibles de análisis 
por parte de esta Corporación, sin que tal decisión sea arbitraria o irrazonable, ya que 
se basa en el régimen de las competencias atípicas, por tratarse de actos especiales, 
básicos e indispensables, como supuestos de trámite, para poder formalizar una 
convocatoria o llevar a buen término la realización del plebiscito. Tres razones 
adicionales le otorgan plena validez a esta posición: En primer lugar, los actos que se 
profieren con ocasión del citado mecanismo de participación, más allá de su 
connotación o calificación jurídica, tienen un valor distinto y crucial, en tanto son 
esenciales para la marcha y decisión de una herramienta de conformación, ejercicio y 
control del poder político (CP art. 40, inc. 2), lo que torna necesario que sea una 
instancia de control judicial, dotada igualmente de un origen político, como ocurre 
con el juez constitucional, la encargada de asegurar las garantías constitucionales y 
valores democráticos que permiten su realización (Corte Constitucional, Sentencia C-
112 de 2018). 
La sentencia C-269 de 2014, es un ejemplo de como el control constitucional sobre 
la revisión de tratados internacionales4 que no se encuentran sometidos a control previo de 
constitucionalidad  (aquellos que modifican los preexistentes), hacen que este tribunal esboce 
una de sus competencias atípicas para garantizar que la disposición se ajusta al ordenamiento 
jurídico nacional, así: 
Pese a imprecisiones en el lenguaje que en ocasiones parece sugerir que los acuerdos 
de procedimiento simplificado no son verdaderos tratados -a pesar de que 
                                                          
4 “El tratado internacional se presenta bajo múltiples denominaciones: convenio, acuerdo, protocolo, pacto, 
arreglo, compromiso, convención, etc. A veces, los distintos nombres reflejan los diferentes tipos de 
documentos diplomáticos en que consta el acuerdo, pero desde el punto de vista del derecho internacional son 




evidentemente lo son de conformidad con lo dispuesto en la “Convención de Viena 
sobre el derecho de los tratados”-, es claro que la ratio de los pronunciamientos más 
recientes de este Tribunal ha consistido en prescribir que sólo aquellos tratados que 
establezcan nuevos compromisos internacionales, modifiquen los prexistentes o no 
versen sobre materias de órbita exclusiva del Presidente de la República, se 
encuentran sometidos a las reglas de aprobación legislativa y control previo de 
constitucionalidad. En los casos en que se han celebrado tratados que por su contenido 
han debido ajustarse a la regla anterior, el control no implicará un examen material 
sobre la validez constitucional sino, en realidad, un juicio de la corrección del 
procedimiento impartido al acuerdo para ponerlo en vigencia. La Corte ha señalado, 
en el último tiempo, que el control que en estas condiciones ejerce, se integra a las 
denominadas competencias atípicas que ejerce respecto de normas que formalmente 
no son leyes, pero tienen una fuerza equivalente a las mismas (Corte Constitucional, 
Sentencia C-269 de 2014). 
En la sentencia C-049 de 2012, se hace un análisis exhaustivo sobre las competencias 
de la Corte Constitucional en materia de control constitucional y brinda un concepto preciso 
sobre los casos en los que no es competente para conocer sobre la constitucionalidad de un 
decreto proferido por el Presidente de la republica de acuerdo con el artículo 189 superior: 
Para efectos del presente análisis, se considera atípico o especial el control 
constitucional adelantado por la Corte Constitucional sobre decretos diferentes de los 
asignados expresamente a su conocimiento en los artículos 241 y 10 Transitorio de la 
Constitución -que por mandato constitucional poseen fuerza de ley- o de otros actos 
reputados administrativos. La Corte Constitucional ha decidido demandas de 
inconstitucionalidad de aquellos, para asegurar la supremacía e integridad de la 
Constitución. A continuación, se presenta un balance del ejercicio de tales 
competencias y las razones que lo justifican (…) 
(…) El Decreto 3806/09 no es un decreto con fuerza de ley dictado con fundamento 
en el artículo 241.5-7 de la Constitución -decretos leyes y decretos legislativos de 
excepción- ni en el artículo 341 superior -decreto del plan nacional de inversiones-. 




extraordinarias del artículo 150.10 de la Constitución, lo que prima facie conduce 
incompetencia de la Corte Constitucional para examinar su constitucionalidad. 
Adicionalmente, el Decreto en cuestión no corresponde a la modalidad de decreto o 
acto de autoridad objeto de control atípico o especial dispuesto por la Corte 
Constitucional. Así, realizado este juicio de exclusión del control de 
constitucionalidad y descartando que se trate de uno de aquellos decretos que han sido 
materia del conocimiento y decisión por la Corte Constitucional, procede a declararse 
inhibida para decidir esta demanda por falta de competencia (Corte Constitucional, 
Sentencia C-049 de 2012). 
El breve recuento anterior sobre las competencias atípicas del máximo tribunal 
constitucional, brindan un concepto clave para comprender las competencias atípicas de la 
Corte Constitucional, las cuales consisten en conocer excepcionalmente de la 
constitucionalidad de normas que quedan fuera del poder conferido por el articulo 241 
superior. 
 
4. El carácter residual. 
En Colombia no existe una jurisdicción y un control constitucional concentrados, lo 
cual quiere decir que la jurisdicción constitucional la despliegan distintos órganos de la rama 
judicial. Por esta razón, la jurisdicción constitucional le corresponde en principio a la Corte 
Constitucional y se le asigna una competencia residual al Consejo de Estado (Porras et al., 
2005, p.7). 
Ahora bien, es pertinente hacer un apunte histórico sobre la labor del Consejo de 
Estado en relación con el control de constitucionalidad:  
En el año 1904 se expide la Ley 27, en que se le otorga al Consejo de Estado una 
función judicial. Esta era la de conocer sobre la nulidad de las ordenanzas 
departamentales cuando se acusarán de contrariar la Constitución o las Leyes y no se 
hubiera reconocido un derecho civil, pues en este caso conocería el Tribunal del 




Legislador no había creado la jurisdicción contencioso-administrativa como tal 
(Escobar, 2005, p. 28). 
El hecho de que el Congreso haya asignado a la jurisdicción ordinaria una suerte de 
competencia residual, exige respetar las atribuciones inherentes a cada jurisdicción y 
en particular a la constitucional. Por ello, la competencia residual de la justicia 
ordinaria no puede involucrar asuntos de orden constitucional que por su naturaleza 
corresponden a la Corte Constitucional (artículo 241) (Corgez, 2009, p. 484). 
Es preciso resaltar la corriente jurisprudencial del Consejo de Estado, en palabras de 
Escobar, se entiende así: 
El Consejo de estado en ninguna de sus sentencias hace alusión de las sentencias o 
decisiones interpretativas, en algunos de sus fallos se encuentran claramente 
identificables las condiciones para catalogar la decisión adoptada por dicha 
corporación como interpretativa, arrojando como resultado en su mayoría, sentencias 
manipulativas5 de carácter reductor y eventualmente de carácter aditivo y sustitutivo. 
Es de anotar, que el análisis jurisprudencial en materia de modulaciones de las 
sentencias del Consejo de Estado es aún más complejo que el de las emitidas por la 
Corte Constitucional, esto en virtud de  que si tan sólo se compara la disposición 
acusada y el fallo, muchas sentencias contendrían decisiones interpretativas en cuanto 
a la forma, puesto que los fallos en su mayoría declaran nulidad por 
inconstitucionalidad de una parte de la disposición o de la totalidad de un parágrafo 
con lo cual podría pensarse que nos encontramos en presencia de una sentencia 
interpretativa manipulativa. Por cuanto elimina, adiciona o sustituye normas 
(Escobar, 2009, p.11). 
  
                                                          
5 Las sentencias manipulativas como categoría general agrupan ese conjunto de decisiones distintas a las de 
exequibilidad o inexequibilidad pura, entre ellas podemos encontrar tres grupos: i) el de las sentencias 







Teniendo en cuenta que el eje principal de este trabajo se basa en la competencia 
atípica de la Corte Constitucional y residualmente del Consejo de Estado para tomar 
decisiones sobre actos que, si bien es cierto, no están reglamentados como su competencia, 
alguien debe decidir sobre ellos y sentar un precedente que permita garantizar los derechos 
de los ciudadanos y la soberanía del mismo Estado. 
El control de constitucionalidad, es sin duda unas de las garantías estatales 
fundamentales, si no, la más importante para la supremacía de la Constitución dentro de un 
ordenamiento jurídico. Es la mejor expresión del carácter abierto de nuestro sistema de 
control de constitucionalidad y es a la vez, una clara proyección del carácter participativo de 
la democracia colombiana. 
De igual manera, es preciso resaltar que el carácter residual del Consejo de Estado es 
una garantía de protección constitucional sobre los decretos expedidos por entes distintos al 
Presidente, por medio de la Acción de Nulidad por Inconstitucionalidad, lo que hace que los 
ciudadanos, accedan a los jueces con el fin de que sus derechos fundamentales no se vean 
vulnerados por disposiciones administrativas que puedan ser arbitrarias y/o contrarias a la 
ley superior o a los tratados internacionales. 
En cuanto a las competencias atípicas de la Corte Constitucional, es preciso decir que 
son un respaldo que se brinda por parte de la guardiana de la Constitución como una forma 
de análisis jurídico, conceptual y social para evitar que algunas disposiciones expedidas por 
entidades de carácter nacional vulneren los derechos fundamentales de la población o que se 
transgreda de alguna forma la Constitución, es decir, que toda disposición normativa que 
tenga carácter u objetivo de regular las actuaciones ciudadanas debe ser objeto de control 
constitucional, para que se construya la armonía socio-jurídica que un estado de derecho debe 
mantener y que es el objetivo principal de la constitución de 1991 y de igual forma, de todos 
los entes estatales encargados de dirigir los asuntos del Estado que siempre se encuentran 
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